	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL. 
Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.

 


Visto el procedimiento que por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales sigue el ciudadano RAFAEL BENITO BARRIOS, representado judicialmente por los abogados Jesús Alberto Peña Hernández y Máximo Rangel Paredes, contra la empresa mercantil PANAMCO DE VENEZUELA, S.A., representada judicialmente por Pedro Elías Ledezma, Leondina Della Figliuola, Eduardo Delsol, Kunio Hasuike Sakama, Alfredo Rodríguez, Noelia Apitz, José Manuel Bastidas, Dalida Aguilar de Bastidas, Carmelita Bastidas de Aguilar, Augusto Adolfo Calzadilla, Pedro Luis Pérez Burelli, Otto Luis Pérez Burelli, Roselys Carreño Mata, Enrique Graffe, Paúl Abraham González, Hugo Díaz Izquierdo, Pablo Álvarez Graells, Milagros Principal Faria, Iris Carmona Castillo, Adriana Moncayo, Carla Solórzano, Omyl-Nathaly Rondón, Luis Troconis, Mario Campins, Nelson Torres, Álvaro Sandia, Orlando Adrián, José Antonio Adrián, Javier Adrián, Martha López de Adrián, Luis Arturo Mata, Carlos Latuff, Carmen Elena Díaz, Guillermo Parra Chirinos, Ailie Viloria, Carmen Omaira González, Rafael Marrón,  Alejandro Yabrudy, Rhaiza Vallee Aponte, Elina Guerra, Luis Guillermo Medina, Miguel Azán, Wassin Miguel Azán, Ruben Darío Lamar, Ricardo Osorio, Dimas Salcedo, Carlos Manzanilla, Antonio Ramón Peñalosa, Hernán Tomás Zamora Vera y María Carlota Pacheco de Zamora; el Tribunal Superior de la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, mediante decisión de fecha 30 de enero de 2004, declaró parcialmente con lugar la apelación ejercida por la representación judicial de la parte demandada, y sólo por lo que respecta a la observación crítica de omisión probatoria del salario y a la denuncia del silencio de valoración de pruebas ratifica la sentencia emanada del Juzgado de Primera Instancia de Juicio de Transición Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, de fecha 20 de noviembre de 2003.

 


Contra la decisión emitida por la Alzada, la representación judicial de la parte demandada interpuso recurso de casación, el cual una vez admitido fue remitido a esta Sala de Casación Social. No hubo Impugnación.


En fecha 16 de marzo de 2004, se dio cuenta en Sala designándose ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

 


Concluida la sustanciación del presente recurso de casación y cumplidas como han sido las formalidades legales, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, bajo las consideraciones siguientes:

 


Por razones metodológicas, la Sala altera el orden seguido por el recurrente en la presentación de las denuncias en su escrito de formalización, y pasa a conocer la única delación por quebrantamiento de fondo, en los siguientes términos:
 

DENUNCIA POR QUEBRANTAMIENTO DE FONDO

Ú N I C O

 


Con fundamento en el artículo 168, ordinal 2° de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia el error en la interpretación del artículo 3 de la Ley Orgánica del Trabajo y del artículo 10 de su reglamento.

 


Señala la parte recurrente, que las normas antes mencionadas fueron infringidas cuando en la decisión impugnada se le niega valor a una transacción celebrada por las ahora partes en el presente juicio ante la Inspectoría del Trabajo en la ciudad de Valera del Estado Trujillo, sosteniendo el juzgador, que del auto de homologación no se desprende que el Inspector del Trabajo haya verificado que el actual demandante actuara libre de constreñimiento.

 


Para decidir, la Sala observa:

 


Constata la Sala en primer lugar, la existencia de un acuerdo transaccional suscrito por las partes que intervienen en el caso sometido a consideración, y que fue homologado en fecha 13 de noviembre de 2000, por la Inspectoría del Trabajo en la ciudad de Valera del Estado Trujillo.

 


De igual manera, se constata que tal acuerdo fue suscrito con la finalidad de evitar un eventual litigio de naturaleza laboral, para lo cual se ofreció en la misma forma una cantidad de dinero, en la que ambas partes coinciden en afirmar le fue entregada por la empresa y recibida por el ciudadano Rafael Barrios, recíprocamente.

 


En este orden de ideas, la Sala pasa a revisar la sentencia objeto de estudio para evidenciar lo que el sentenciador estableció sobre el particular denunciado.

 

“5) Que ante tales circunstancias podía ser lógico pensar que de la forma y fondo de la actuación de la Inspectora del Trabajo de Valera, NO EMANÓ LA DEMOSTRACIÓN PLENA DE QUE HUBO DEBIDA HOMOLOGACIÓN, DUDANDO ASÍ EL SUSCRITO JUZGADOR QUE HAYA SIDO DEBIDAMENTE HOMOLOGADA LA TRANSACCIÓN por no haberse cumplido, sobre todo, con el requisito de verificación de cerciorarse si RAFAEL BARRIOS ocurría ante dicha funcionaria, libre de constreñimiento, en razón de cuya duda fue forzoso concluir que por imperativo constitucional debía interpretarse que no hubo en dicha Transacción el cumplimiento de LA DEBIDA HOMOLOGACIÓN...”(resaltado de la Sala).

 

 

 


Ahora bien, a los fines de resolver la denuncia planteada, se hace necesario plasmar lo que la Ley Orgánica del Trabajo establece en materia de transacción.

 

“Artículo 3: En ningún caso serán renunciables las normas y disposiciones que favorezcan a los trabajadores.

 

PARÁGRAFO ÚNICO: La irrenunciabilidad no excluye la posibilidad de conciliación o transacción siempre que se haga por escrito y contenga una relación circunstanciada de los hechos que la motiven y de los hechos en ella comprendidos. La transacción celebrada por ante el funcionario competente del trabajo tendrá efecto de cosa juzgada.” (resaltado de la Sala).

 

 

 


Se cita también lo dispuesto en el artículo 10 del reglamento de la Ley antes señalada:

 

“Artículo 10: La transacción celebrada por ante el Juez o Inspector del Trabajo competente, debidamente homologada, tendrá efectos de cosa juzgada.

 

Parágrafo Primero: Cuando la transacción fuere presentada para su homologación, el funcionario competente deberá constatar el cumplimiento de los extremos del artículo anterior y cerciorarse que el trabajador actúa libre de constreñimiento alguno.

 

Parágrafo Segundo: El Inspector del Trabajo procederá a homologar o rechazar la transacción que le fuere presentada, dentro de los tres (3) días hábiles siguientes. En el supuesto de negativa, deberá indicar los motivos de la decisión y, si fuere el caso, precisar los errores u omisiones en que hubieren incurrido los interesados, brindándosele a éstos el lapso de subsanación a que se refiere el artículo 50 de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos.”(resaltado de la Sala).

 

 

 


De estos citados artículos se desprende que cuando se lleva a cabo una transacción laboral que es homologada por la autoridad competente del trabajo, vale decir, Juez o Inspector del Trabajo, la misma adquiere la eficacia de cosa juzgada, porque al ser presentada ante cualquiera de las autoridades del trabajo ya indicadas, éstas verificarán si la misma cumple o no los requerimientos para que tenga validez y carácter de cosa juzgada.

 


Por lo que en este sentido, resulta importante señalar que si bien es cierto que en el Parágrafo Primero del Artículo 10 del Reglamento de la Ley Orgánica del Trabajo se establece que al serle presentada una transacción al Inspector del Trabajo, éste debe verificar si se cumplen con los requisitos de ley y constatar que el trabajador actúa libre de constreñimiento, hay que precisar que ni dicha norma ni ninguna otra establece que, como formalidad esencial, el auto de homologación impartido a la transacción debe contener la indicación expresa de haberse cumplido tal requisito y el hecho que tal extremo no se indique expresamente en el auto de homologación no permite concluir que el funcionario del trabajo no cumplió con el mismo, menos cuando ni siquiera la parte accionante alega tal circunstancia.

 


Establecer que una transacción homologada por la Inspectoría del Trabajo no está investida del efecto de cosa juzgada por no haberse indicado en el auto de homologación que el trabajador actuó libre de constreñimiento, es una conclusión contraria a derecho que violenta el principio de presunción de legalidad del acto administrativo, según el cual los actos administrativos se consideran válidos y realizados conforme a la ley, en tanto no se declare lo contrario por el órgano jurisdiccional competente. Y siendo ello así, la Sala observa que hubo entonces la debida homologación a la transacción suscrita entre RAFAEL BARRIOS y la empresa mercantil PANAMCO DE VENEZUELA, S.A., y que por lo tanto la misma adquirió la eficacia de cosa juzgada.

 


Así pues, los argumentos antes expuestos conllevan a afirmar que efectivamente el sentenciador de la alzada incurrió en la infracción de ley por error en la interpretación denunciada por el recurrente, razón por la cual se declara con lugar la presente denuncia y así se decide.

 

D E C I S I Ó N

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara: 1°) CON LUGAR el recurso de casación anunciado contra la sentencia de fecha 30 de enero de 2004, proferida por el Tribunal Superior de la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, en consecuencia, se casa el referido fallo y; 2°) SIN LUGAR la demanda intentada por el ciudadano RAFAEL BARRIOS, contra la empresa mercantil PANAMCO DE VENEZUELA, S.A..

 


Dada la naturaleza del presente fallo, no hay condenatoria en costas.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Trujillo, a los fines que se remita al Juzgado correspondiente.

 


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas,   a   los     seis     (   06   )  días  del  mes  de   mayo de dos mil cuatro. Años: 194° de la Independencia y 145° de la Federación.

 

El Presidente de la Sala y Ponente,

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 




Magistrado,

 

 

____________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario Temporal,

 

 

___________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA

 

 

R.C. N° AA60-S-2004-000192

De conformidad con lo previsto en el artículo 53 del Reglamento de Reuniones de este máximo Tribunal, quien suscribe, Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO, consigna su voto concurrente al contenido del presente fallo, con base en las siguientes consideraciones:

 

Comparto el dispositivo de la decisión tomada por la mayoría de la Sala. No obstante, difiero parcialmente del modo en que se resolvió el recurso de casación anunciado de conformidad con el nuevo régimen procesal laboral, en virtud de lo cual expreso mi opinión concurrente en el sentido que a continuación expongo:

 


En primer lugar y con respecto a la resolución del recurso extraordinario de casación interpuesto, en la sentencia se alteró el orden de las denuncias, conociendo una sola para declararla con lugar. En tal virtud considero -de conformidad con el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo- que esta Sala, aún cuando declare la procedencia de alguna de las delaciones propuestas, debe pronunciarse necesariamente sobre las restantes denuncias formuladas en el escrito de formalización, independientemente de la improcedencia de ellas, en razón de que este alto Tribunal, con el nuevo régimen procesal laboral y una vez encontrada procedente algunas de las delaciones propuestas por la infracción de los ordinales 2 y 3 del artículo 168 eiusdem, está obligado a resolver el fondo de la controversia al casar el fallo que -por consiguiente- conlleva su nulidad total o parcial, según sea el caso, pero siempre sin posibilidad de reenvío. Por ello considero -resulta necesario- al no haber posibilidad de reenvío, el pronunciamiento por parte de esta Sala de Casación Social sobre todas las denuncias explanadas en el escrito de formalización. Distinto sería el caso cuando se detecte alguna infracción a las que se refiere el ordinal 1° del artículo 168 ibidem que amerite la reposición de la causa, caso en el cual sí se haría innecesario el conocimiento de denuncias distintas a la que conlleva la reposición de la causa. (Cursivas mías)

 

En segundo lugar en la decisión se declaró con lugar el recurso de casación en virtud de la procedencia de la única denuncia analizada, y en consecuencia sin lugar la demanda, anulando el fallo recurrido, pero sin resolver motivadamente, en capítulo aparte, lo relativo al asunto debatido entre las partes litigantes. Al respecto, el referido artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo expresa que la Sala deberá decidir el fondo de la controversia, razón por la que considero que en los casos como el presente, en los que se declare la procedencia de alguna denuncia que amerite por consiguiente pronunciamiento por parte de este alto Tribunal de una sentencia de mérito sobre el fondo del asunto, independientemente de que en la denuncia previamente analizada se explanen motivos por medio de los que se pudiera reflejar de una u otra forma la resolución definitiva del caso, se reproduzca la decisión de fondo en capítulo aparte, siendo la misma redactada, de conformidad con lo establecido en el artículo 159 eiusdem, en términos claros, precisos y lacónicos, sin necesidad de narrativa, ni de transcripciones de actas, ni de documentos que consten en el expediente, pero contendrá la identificación de las partes y sus apoderados, los motivos de hecho y de derecho de la decisión, así como la determinación del objeto o la cosa sobre la cual recaiga la decisión. 

 


Quedan así expresadas las razones de mi voto concurrente.

 

El Presidente de la Sala,

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

El Vicepresidente,

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

Magistrado-concurrente,

 

_______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO

 

 

El Secretario-Temporal,

 

___________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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